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3. La resolución habrá de ser motivada y en ella no 
se podrán aceptar hechos distintos de los que sirvieron de 
base al pliego de cargos y a la propuesta de resolución, 
sin perjuicio de su distinta valoración jurídica.

4. Si en la resolución se estimase la inexistencia de 
falta o de responsabilidad del funcionario, se declarará 
concluido el expediente y se ordenará su archivo.

5. En la resolución que ponga fin al procedimiento, 
tanto si es sancionadora como de conclusión y archivo, se 
harán las declaraciones oportunas en orden a la medida 
de suspensión provisional que se hubiera podido adoptar 
durante la tramitación del procedimiento.

6. La resolución será notificada al interesado con 
expresión del recurso o recursos que quepan contra ella, 
el órgano ante el que han de presentarse y los plazos para 
interponerlos.

7. De las resoluciones por faltas muy graves han de 
ser informados en todo caso las juntas o delegados de 
personal correspondientes. También deberán ser informa-
dos cuando se trate de faltas graves, salvo que el funcio-
nario sancionado, debidamente preguntado sobre este 
extremo, manifieste su oposición a dicha comunicación.

8. La resolución deberá ser notificada al jefe de la 
unidad u órgano en que desempeñe su puesto de trabajo 
el funcionario sancionado.

Artículo 38. Duración del procedimiento disciplinario.

La duración del procedimiento disciplinario no exce-
derá de 12 meses. Vencido este plazo sin que se haya 
dictado y notificado la resolución que ponga fin al proce-
dimiento, se producirá su caducidad.

No se producirá la caducidad si el expediente hubiese 
quedado paralizado por causa imputable al interesado.

Artículo 39. Recursos.

El régimen de recursos aplicable a las resoluciones 
que pongan fin al procedimiento será el establecido en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Artículo 40. Ejecución de las sanciones.

Una vez agotada la vía administrativa, las sanciones 
disciplinarias se ejecutarán según los términos de la reso-
lución en que se impongan y en el plazo máximo de un 
mes desde la notificación de la resolución al interesado, 
salvo cuando por causas justificadas se establezca otro 
distinto en dicha resolución.

Artículo 41. Anotación de las sanciones.

1. Las sanciones disciplinarias serán anotadas en el 
Registro central de personal del Ministerio de Justicia, 
con expresión de las faltas que las motivaron.

2. Las comunidades autónomas que hayan recibido 
los traspasos de medios personales para el funciona-
miento de la Administración de Justicia deberán dar 
cuenta al Ministerio de Justicia de las sanciones impues-
tas al personal destinado en ellas para su constancia en el 
citado registro.

Artículo 42. Cancelación de la anotación de las sancio-
nes.

1. La autoridad competente para sancionar lo es 
también para decretar la cancelación de la anotación 
correspondiente.

2. La anotación de la sanción de apercibimiento que-
dará cancelada, de oficio o a instancia del interesado, por 
el transcurso del plazo de seis meses desde que adquirió 
firmeza, si durante ese tiempo no hubiera dado lugar el 
sancionado a otro procedimiento disciplinario que ter-
mine con la imposición de sanción.

3. La anotación de las restantes sanciones, excepto 
la de separación del servicio, podrá cancelarse de oficio o 
a instancia del interesado cuando hayan transcurrido, al 
menos, dos o cuatro años desde el cumplimiento de la 
sanción, según se trate de falta grave o muy grave, y si el 
interesado no hubiera dado lugar a nuevo procedimiento 
disciplinario que termine con la imposición de sanción 
desde la firmeza del acuerdo sancionador.

4. La cancelación borrará el antecedente a todos los 
efectos y deberá comunicarse de oficio al Registro central 
de personal.

5. En ningún caso se computarán a los efectos de 
reincidencia las sanciones cuyas anotaciones hayan sido 
canceladas o hubieran podido serlo.

Disposición final única. Normativa de aplicación suple-
toria.

Será de aplicación, en lo no previsto en este regla-
mento, con carácter supletorio y en lo que resulte proce-
dente, lo dispuesto en la normativa reguladora del régi-
men disciplinario de los funcionarios de la Administración 
del Estado y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

 12704 REAL DECRETO 820/2005, de 8 de julio, por el 
que se modifica el Reglamento del Registro 
Civil, aprobado por el Decreto de 14 de noviem-
bre de 1958.

Este real decreto modifica los artículos 77, 191 y 307 
del Reglamento del Registro Civil, aprobado por el 
Decreto de 14 de noviembre de 1958. Esta reforma tiene 
como objeto permitir la inscripción registral del naci-
miento cuando exista una sola filiación, lo que responde 
a la finalidad de proteger la intimidad de las personas, en 
el ámbito del Registro Civil, en el sentido de obtener una 
mayor coordinación y armonía con otros principios jurídi-
cos, como el de veracidad y exactitud del contenido de los 
asientos del dicho registro.

En primer lugar, se añade un nuevo párrafo al ar-
tículo 77 que permite omitir los datos de la filiación 
originaria en la nueva inscripción de nacimiento practi-
cada como consecuencia del traslado en los casos de 
adopción.

Asimismo, se modifica el artículo 191 para suprimir, 
en los supuestos de inscripción de nacimiento cuando 
existe una sola filiación, la obligación de la madre o del 
padre del menor de inventarse un progenitor falso a los 
solos efectos identificativos. De este modo, se da res-
puesta a una demanda social que ha sido recogida en una 
recomendación del Defensor del Pueblo de enero 
de 2000.

Por último, la modificación del párrafo primero del 
artículo 307 amplía los supuestos en los que podrá 
ordenarse la cancelación de un asiento y su traslado 
total a otro, mediante la inclusión de los casos de rec-
tificación o modificación del sexo o la filiación. Ade-
más, en el caso de adopción se establece un procedi-
miento especial en el que se prescinde del expediente 
y se omite cualquier referencia a los datos de la filia-
ción originaria.



BOE núm. 175 Sábado 23 julio 2005 26357

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, de 
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión del día 8 de julio 
de 2005,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Reglamento del Regis-
tro Civil, aprobado por el Decreto de 14 de noviembre 
de 1958.

El Reglamento del Registro Civil, aprobado por el 
Decreto de 14 de noviembre de 1958, se modifica en los 
siguientes términos:

Uno. El artículo 77 queda redactado del siguiente 
modo:

«Artículo 77.

La inscripción se traslada por medio de certifica-
ción literal remitida por vía oficial, sin desglose de 
documentos archivados; del tomo y página de la 
nueva inscripción se hará referencia en el índice del 
tomo abierto en la fecha del hecho inscrito; y en el 
asiento cancelatorio, además de estos datos, se con-
signará el del registro donde aquella se practique 
mediante la comunicación de haberse realizado el 
traslado.

En caso de adopción, si los solicitantes del 
traslado así lo piden, en la nueva inscripción de 
nacimiento constarán solamente, además de los 
datos del nacimiento y del nacido, las circunstan-
cias personales de los padres adoptivos y, en su 
caso, la oportuna referencia al matrimonio de 
estos.

En las nuevas inscripciones a las que refiere este 
artículo se hará referencia a la antigua.»

Dos. El párrafo segundo del artículo 191 queda 
redactado en los siguientes términos:

«A petición del interesado mayor de edad o de 
quien tenga la representación legal del menor, se 
suprimirán en el registro los nombres de la madre o 
padre que se hubieran inscrito a los efectos identifi-
cadores. Del mismo modo, quien tenga la represen-
tación legal del menor de edad podrá decidir en 
cualquier momento que no lleguen a consignarse 
tales nombres propios de la madre o padre a los 
efectos de identificar a la persona.»

Tres. El primer párrafo del artículo 307 queda redac-
tado del siguiente modo:

«En la resolución puede ordenarse, para 
mayor claridad del asiento y mayor seguridad de 
los correspondientes datos reservados, la cance-
lación del antiguo asiento con referencia a otro 
nuevo que, con las circunstancias a que se refiere 
el artículo anterior, lo comprenda y sustituya; tra-
tándose de inscripciones principales, se trasla-
dará todo el folio registral. Igual traslado total se 
realizará, a petición del interesado mayor de edad 
o de quien tenga la representación legal del 
menor, en los casos de rectificación o modifica-
ción de sexo o de filiación. En el caso de adop-
ción, el traslado no requerirá expediente, y se 
estará, en cuanto a los datos de la nueva inscrip-
ción de nacimiento, a lo dispuesto en el segundo 
párrafo del artículo 77. De la nueva inscripción se 
podrán expedir certificaciones literales a favor de 

cualquier persona con interés en conocer el 
asiento.»

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de la competencia 
exclusiva estatal en materia de ordenación de los regis-
tros e instrumentos públicos, prevista por el artícu-
lo 149.1.8.ª de la Constitución.

Disposición final segunda. Habilitación de desarrollo y 
ejecución.

Se faculta al Ministro de Justicia para dictar cuantas 
disposiciones de desarrollo sean necesarias para la ejecu-
ción de este real decreto.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 8 de julio de 2005.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,

JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR 

MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 12705 REAL DECRETO 719/2005, de 20 de junio, por el 
que se crea el Consejo Español de Turismo.

El Real Decreto 1554/2004, de 25 de junio, por el que 
se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio 
de Industria, Turismo y Comercio, atribuye a la Secretaría 
General de Turismo el ejercicio de las funciones de coope-
ración con las comunidades autónomas, entes locales, 
ministerios y sector turístico en general para la elabora-
ción de las bases y la planificación general de la política 
del sector turístico.

Los principios de colaboración y cooperación entre la 
Administración turística del Estado, las Administraciones 
turísticas de las comunidades autónomas, la Administra-
ción local y el sector turístico han de ser los principios 
básicos que tutelen las relaciones entre todos los agentes 
del sector turístico y son imprescindibles para definir una 
política estratégica común y conjunta en materia turística. 
Por ello se hace necesario contar con órganos de coope-
ración que integren de manera efectiva a dichos agentes 
para tratar aquellos asuntos de relevancia que afecten a la 
definición y puesta en práctica de las políticas turísticas. 
Esta actuación integrada entre los diversos niveles insti-
tucionales garantiza la mejor consecución de los intereses 
generales y una mejor consecución de los principios de 
eficacia y eficiencia.

Siguiendo este principio de colaboración, se crearon 
la Conferencia Sectorial de Turismo, institucionalizada 
mediante el Acuerdo de 29 de noviembre de 1994, adop-
tado por la Administración General del Estado y las comu-
nidades autónomas; la Comisión Interministerial del 
Turismo, creada por el Real Decreto 6/1994, de 14 de 


